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Resumen
Se ha realizado una investigación sobre los usuarios de residencias privadas que re-

ciben de la Administración la prestación vinculada al servicio pero desconociendo mu-
chos de ellos su cese posterior, bien porque ya existe plaza pública en otra residencia 
(ateniéndose a nuevos problemas de adaptación en el nuevo Centro) o bien porque 
rechazan dicha plaza pública, perdiendo de este modo la prestación concedida.

Este estudio va dirigido a una toma de conciencia por parte de la Administración, 
ya que existe esta problemática derivada de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
“Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de de-
pendencia” para una posible modificación y/o corrección evitando las negativas con-
secuencias provocadas directamente, en este caso, a las personas mayores usuarias 
de los centros residenciales privados.

Palabras Claves
Investigación, usuarios de residencias privadas, prestación vinculada al servicio, pro-
blemática, ley 39/2006, de 14 de diciembre.
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TRABAJO DE INVESTIGACIÓN
Para la investigación, nos centraremos en el Título I, Capítulo II, sección 2ª de la Ley 

39/2006, de 14 de diciembre, de “Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia” donde se aborda la regulación de las prestaciones 
económicas y, en concreto, en el artículo 17 el cual trata sobre la prestación económica 
vinculada al servicio la cual tiene carácter personal y periódico, y se reconoce «únicamente 
cuando no sea posible el acceso a un servicio público o concertado de atención y cuidado, 
en función del grado y nivel de dependencia y de la capacidad económica del beneficiario», 
de acuerdo con el convenio celebrado entre la Administración General del Estado y la co-
rrespondiente Comunidad Autónoma.

Esta prestación económica, estará siempre vinculada a la adquisición de un servicio (art. 
17.2) y las Administraciones Públicas competentes supervisarán su destino y utilización al 
cumplimiento de la finalidad para la que es concedida (art. 17.3).	

El objetivo general de la investigación es determinar la problemática surgida en el usua-
rio tras el cese de la prestación vinculada al servicio. Siendo tres los objetivos específicos: 
conocer las consecuencias en el usuario tras el cese de la prestación vinculada al servicio 
(por ejemplo, nuevos problemas de adaptación en el nuevo Centro), diseñar pautas para 
evitar consecuencias negativas en el usuario y estudiar posibles contradicciones en la Ley 
de dependencia 39/2006 respecto a la prestación vinculada al servicio.

Nos planteamos la posibilidad de que los usuarios de centros privados que sean o se 
vean obligados a cambiar a un centro público desarrollarán una serie de patologías que no 
tendrán aquellos usuarios que no sean forzados a ese cambio.

La investigación comenzó el pasado 2 de mayo de 2011 y se delimitó a estudios de casos 
de familiares directos de usuarios de la Residencia “Virgen del Valle” de Cenicero (La Rioja) 
donde, tras cuatro años de experiencia/práctica profesional, se tiene constancia de esta 
problemática sobre la cual no hay nada reflejado/escrito por otros autores anteriormente y 
creo fundamental su difusión para llevar a cabo una posible corrección de la menciona Ley.

En primer lugar, para llevar a cabo la investigación se elabora una tabla con las bajas to-
tales de residentes de la Residencia “Virgen del Valle” comprendidas desde enero de 2010 
a abril de 2011 (ANEXO II). Se puede observar que las bajas causadas por traslado a plaza 
pública fueron de 15 residentes (el 50% de la capacidad total del centro), por ello, el paso 
siguiente es identificar a los familiares de usuarios que han causado baja por este motivo, 
ellos serán el objeto de estudio para identificar las posibles consecuencias de dicho cambio 
de Centro. 

La recolección de información se obtendrá mediante la aplicación una técnica cuantita-
tiva “pregunta-respuesta” con una entrevista cerrada, estructurada y directa, que irá dirigi-
da a estos familiares. De modo, que tras diseñar la encuesta, se procede a contactar con los 
estos para solicitarles su participación, de forma totalmente anónima, en el estudio. Cabe 
indicar que el cien por cien de las familias con las que se contactó prestó su colaboración 
rellenando dicha encuesta (ANEXO III).

Tras analizar los resultados (ANEXO IV), se puede observar que, haciendo referencia al 
módulo 1 sobre “la calidad en la atención recibida por los Servicios Sociales”, respecto a 
la información recibida sobre la Ley de Dependencia (Ítem 1), los procesos (Ítem 2) y los 
distintos recursos –servicios- (Ítem 4) un aproximadamente 50% sí está conforme con las 
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indicaciones recibidas pero, no ocurre lo mismo con respecto a:

- Si se solicita plaza pública  y, en ese momento la Administración no dispone de plazas 
libres, se requiere más información sobre la prestación vinculada al servicio (Ítem 5) a la 
hora de que la familia decida ingresar a su familiar en una residencia privada por necesidad 
o por cualquier otro motivo. También información sobre el cese o extinción de esta pres-
tación que será cuando exista plaza pública en otra residencia a la cual el residente deberá 
cambiarse del centro privado al público (Item3) o, también cesa, si rechaza dicha plaza 
pública por motivos personales.

- Información, desde el inicio del proceso, de las posibles consecuencias que conllevaría 
el rechazo de dicha plaza pública  (Ítem 6): penalización de un año sin poder volver a pre-
sentar una solicitud de centro residencial y, en caso de estar en centros privados, además, 
extinción automática de la prestación vinculada al servicio (recogido todo ello en el Decreto 
18/2011).

- Respecto a la información que, en general, deberían de haberles aportado los Servicios 
Sociales a las familias, éstas indican que, entre los mismos familiares, se han ido informan-
do de unos a otros de lo que les iba ocurriendo o les iban solicitando desde los SS.SS. según 
avanzaba dicho proceso.

Respecto al módulo 2 de la encuesta “Cambios en el residente tras el traslado del centro 
privado al público/concertado” debido a que la mayoría de los residentes o familiares se 
ven “obligados” (tal y como se desprende de la encuesta, Ítem 11) por la precaria situación 
económica, tanto el estado anímico como físico del residente, por lo general, sufre un gran 
deterioro que es detectado directamente por los familiares: nuevos problemas de adapta-
ción (Ítem 7), estado anímico negativo (Ítem 8), pérdida de su red social (Ítem10) creada en 
su primer centro residencial e incluso, en algunos casos agravamiento del deterioro físico y 
cognitivo (Ítem 9) tal como que dos de las quince familias entrevistadas, consideraron que 
este cambio pudo ser el motivo principal del fallecimiento de sus familiares ingresados. 
Destacar que, en algunos casos, desde que se ha valorado al residente hasta que le conce-
den la plaza pública, ha transcurrido más de un año y medio.

Por último, respecto al módulo 3 “Plaza pública/concertada residencial. Valoración Ley 
Dependencia”, destacar que más del 80% se trasladó a la plaza pública solo por motivos 
económicos (Ítem 12) y, por ello, que se vieron obligados al cambio (Ítem 13). Para finalizar, 
indicar que el 100% de las familias entrevistadas, desean nuevas valoraciones y alternativas 
antes del cese de la prestación (Ítem 14) y una modificación de la Ley de dependencia (Ítem 
15) para evitar esta determinada problemática expuesta.

Las familias, e incluso los propios residentes, no son responsables de que cuando necesi-
tan plaza residencial, la Administración no les proporcione desde el primer día de su solici-
tud una de las “suyas” (nos referimos a plazas públicas o concertadas), por ello, las familias 
no valoran como positivo que para cuando se ha producido la adaptación a un centro resi-
dencial, lógicamente privado y más si es en su mismo municipio, posteriormente, cuando la 
Administración dispone de una plaza libre, se tengan que ver “obligados” a cambiar a otro 
distinto sin considerar o valorar nuevamente dicho caso por parte de los Servicios Sociales 
para conocer el estado actual de ese residente y determinar si se podría adaptar nueva-
mente a los cambios, que inevitablemente se van a producir al cambiar de Centro. Así, si se 
valorara el cambio como negativo, por motivos justificados, se podría ofrecer otra alterna-
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tiva como, por ejemplo, seguir manteniendo al usuario en el mismo centro privado con la 
prestación vinculada al servicio y, esa plaza pública que continúa quedando libre, ofrecerla 
a la siguiente persona de la lista de espera y que sí se puede adaptar sin causarle trastornos.

Además, si bien es cierto que la Ley especifica en su artículo 25. 4 que “El servicio de 
atención residencial será prestado por las Administraciones Públicas en centros propios y 
concertados”, también es cierto que en su artículo 13.a y b se especifica que “los objetivos 
de las prestaciones de dependencia las cuales podrán tener la naturaleza de servicios y de 
prestaciones económicas (entre ellas la vinculada al servicio) son:

a)	 Facilitar una existencia autónoma en su medio habitual, todo el tiempo que desee y 
sea posible. ¿No podría ser el caso de un señor que vive en el mismo municipio que 
nació, con su mismo entorno familiar y social salvo que en lugar de vivir en su propio 
domicilio, se encuentra en la residencia privada de su mismo pueblo? Si el objetivo 
consiste en mantenerle en su medio habitual todo el tiempo que desee ¿Porqué se le 
pone en el compromiso de elegir o plaza residencial pública en otro lugar o, en caso 
de negarse, suprimirle la prestación? Al usuario no se le permite opinión ni elección ni 
tampoco se le permite que esté en su medio todo el tiempo que desee.

b)	Proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y so-
cial, facilitando su incorporación activa en la vida de la comunidad ¿Tendrá las mismas 
ganas de integrarse, ese residente, en la residencia que “le impongan como destino” 
en otro municipio distinto al que nació, con otras personas y sin su apoyo familiar? Su 
red social, creada a lo largo de toda su vida, se ve rota al distanciarse “por obligación” 
de ella.

Por todo ello, ¿Podría deducirse, además, que la propia Administración estaría come-
tiendo una infracción, concretamente la recogida en el artículo 43 (apartado h) que señala: 
“generar daños o situaciones de riesgo para la integridad física o psíquica”? ¿O podría con-
siderarse una contradicción en la propia Ley 39/2006)?

A modo de conclusión cabría indicar que si se dan y se aplican nuevas alternativas en el 
momento del cese automático de la prestación vinculada al Servicio (como, por ejemplo, 
nuevas valoraciones previas al cambio del centro residencial privado -en el que el residente 
ya está adaptado- al público/concertado para, de este modo, estudiar/valorar los “pros y 
contras” que se puedan ocasionar en el usuario tras el nuevo traslado), se verían favoreci-
dos:

-	 En primer lugar, los propios residentes porque se sentirían realmente escuchados y 
valorados, además de respetar íntegramente el artículo 13 de la Ley 39/2006. Evitan-
do, así, todos los problemas de adaptación que conllevan las medidas actuales.

-	 Los familiares, porque ven estable a su familiar sin necesidad de tener que afrontar 
nuevos problemas.

-	 El propio centro privado debido a que no presentaría tantas bajas de residentes al 
cabo del año, existiendo una mayor estabilidad en el Centro. En este punto, es intere-
sante comentar que, según Sempere Navarro, A.V. y Cavas Martínez, F. en su libro “Ley 
de Dependencia, Estudio de la Ley 39/2006 (…)”: “Quizás sea el momento adecuado 
para subrayar que, por contraste con el énfasis que la norma pone en la regulación 
de la cooperación interadministrativa, se echa en falta un mínimo tratamiento de la 
concertación con las empresas mercantiles y del tercer sector, que tanta relevancia 
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tienen en la práctica como mecanismos de atención a las situaciones de dependencia 
y que seguramente la tendrán mayor en el futuro”.

-	 Y, por supuesto, también la Comunidad Autónoma, en este caso la de La Rioja, ya que 
si ésta, a una determinada empresa privada que gestiona plazas públicas en la Rioja 
Alta, viene abonándole aproximadamente 47,51 euros por día por plaza de persona 
dependiente y 61,11 euros por día por plaza de persona gran dependiente, es decir, 
entre unos 1500 euros (plaza de persona dependiente) y 1900 euros (plaza de per-
sona gran dependiente) al mes por plazas ocupadas y, la mitad de dicho importe en 
concepto de reserva si están sin ocupar, podría obtener un mayor beneficio si se rea-
lizase la alternativa propuesta al inicio de este punto ya que, en los casos en los que 
tras la valoración no se considerase como beneficioso en el usuario el traslado de un 
Centro a otro, la propia Comunidad Autónoma solo continuaría afrontando el abono 
de dicha prestación que oscila entre los 400 y 800 euros al mes aproximadamente.

¿No sería más beneficioso para todos aplicar nuevas alternativas?
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3.- ANEXOS

ANEXO I: PLAN DE TRABAJO REALIZADO. FASES.

La duración es de aproximadamente dos meses. La fecha de inicio del plan de trabajo es 
el 2 de mayo de 2011.
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ANEXO II: TABLA DE BAJAS 
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ANEXO III: MODELO ENCUESTA
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ANEXO IV: RESULTADOS

1. TABLA DE RESULTADOS



SARA DE LA PEÑA GARCÍA

[304]   Documentos de Trabajo Social · nº50 · ISSN 1133-6552 / ISSN Electrónico 2173-8246

2. GRÁFICO DE RESULTADOS

2.1 GRÁFICO GENERAL CON TODA LA INFORMACIÓN

2.2 GRÁFICOS CON LA INFORMACIÓN DESGLOSADA EN BASE A LOS TRES MÓDULOS DE 
LA ENCUESTA:

- MÓDULO 1: CALIDAD EN LA ATENCIÓN RECIBIDA POR LOS SS.SS.
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- MÓDULO 2: CAMBIOS EN EL RESIDENTE TRAS EL TRASLADO

- MÓDULO 3: VALORACIÓN DE LA LEY DE DEPENDENCIA Y OTROS


